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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de septiembre del año 2011, dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 265/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana MONSERRAT PAOLA SALAZAR LUNA, en contra del Consejo Directivo del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el acto impugnado consiste en la suspensión del servicio de suministro de agua potable en la casa ubicada en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad, cuya existencia se acredita en autos de esta causa administrativa con la inspección ocular practicada en el referido domicilio, con fecha 18 dieciocho de agosto del año 2010, dos mil diez y con la prueba de informe de la autoridad que rinde la demandada y que obra en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, este Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
En la especie, el juzgador de merara oficiosa entra al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, a fin de determinar si el acto impugnado no afecta el interés jurídico de la parte actora, por manifestar que tiene celebrado un contrato de arrendamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, cabe mencionara que el artículo  206-A,  párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que establece: . .  . . . 

“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.”

En este sentido, el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Conforme a los artículos 206-A, párrafo primero, de la citada Ley Orgánica Municipal y 251, primer párrafo, fracción I, inciso a), del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para la procedencia del Juicio de Nulidad, son requisitos sine qua non que el impetrante cuente con interés jurídico y que se acredite la afectación de su esfera de derechos por el acto o resolución combatida; luego entonces, para que proceda el proceso administrativo es menester que en primer lugar se cuente con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto contractual; y, en segundo lugar, que en autos de la causa se acredite una afectación a la esfera de derechos del actor, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este orden de ideas, en la especie, la ciudadana Monserrat Paola Salazar Luna, si cuenta con interés jurídico para promover este proceso administrativo, en razón de que se ostenta como arrendataria y como tal  ejerce una posesión precaria sobre el inmueble ubicado en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad, pues  el contrato de arrendamiento, de acuerdo con lo estipulado por los artículos 1899 y 1039 del Código Civil del Estado de Guanajuato, es un contrato traslativo de uso, en el que la inquilina ejerce una posesión precaria sobre el bien arrendado que lo autoriza a retener temporalmente la cosa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, partiendo de la premisa anterior, el poseedor de un bien inmueble responde ante el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, por los adeudos que genere el inmueble por concepto de los derechos erogados por la prestación del servicio público de agua potable, de acuerdo a lo señalado por el artículo 176 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, numeral que dispone los siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 176.- El propietario o poseedor de un bien inmueble responderá ante el Organismo Operador, por los adeudos que el inmueble genere por concepto de tarifas, derechos, cooperación para obras y en general cualquier concepto que se genere en los términos de este Reglamento y demás disposiciones legales.”
Como se aprecia, el artículo transcrito contempla al poseedor en una acepción amplia, de ahí, resulta que también se comprende al arrendatario, ya que como dijo en supralíneas éste tiene el carácter de poseedor precario, de acuerdo a lo señalado por el artículo 1039 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
“Artículo 1039.- Cuando en virtud de un acto jurídico el propietario entrega a otro una cosa, concediéndole el derecho de retenerla temporalmente en su poder en calidad de usufructuario, arrendatario, acreedor pignoraticio, depositario u otro título análogo, los dos son poseedores de la cosa. El que la posee a título de propietario tiene una posesión civil; el otro, una posesión precaria.”.  
En este orden de ideas, el fin del artículo 176 del citado Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, no se acota a la posesión civil o con el ánimo de dueño, sino que también comprende el derecho de retener un inmueble de manera temporal en calidad de arrendataria, siendo por ende, que esta norma jurídica también contempla la posesión precaria derivada de un contrato de arrendamiento y al respecto resulta aplicable el principio general de derecho que reza “Donde la Ley no distingue, no tiene por qué distinguirse”, en esas condiciones, si la justiciable responde ante el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, por los adeudos que se generen en el inmueble por concepto de los derechos erogados por el consumo o suministro de agua potable, entonces, cuenta con un derecho subjetivo de naturaleza administrativa tutelado a su favor en el citado artículo 176 y se encuentra en aptitud de promover esta demanda de nulidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, sobre el particular cabe precisar que la parte actora en el primer punto del capítulo de hechos sostiene que tiene celebrado un contrato de arrendamiento con el ciudadano Pedro Sotelo Meléndez, respecto de la casa que nos ocupa, hecho que se tiene por cierto, en virtud de que la autoridad no contestó la demanda, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 279, párrafo tercero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo anterior, la  ciudadana Monserrat Paola Salazar Luna, cuenta 
con interés jurídico. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De autos advierte que no se actualiza ninguna otra de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- La parte actora en su quinto concepto de impugnación, en esencia alega que nos encontramos en presencia de una actuación ilegal de la autoridad demandada, al ser omisa en comunicarle por la vía escrita, los motivos y fundamentos de derecho en los que baso su determinación. En tanto, que la autoridad demandada omite contestar la demanda incoada en su contra. . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se precisa que la autoridad no contestó la demanda incoada en su contra, por tal virtud, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 279, tercer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se tienen por ciertos hechos imputados de manera precisa a la autoridad en la demanda, por ende, la confesión ficta derivada de la no contestación de la demanda es suficiente para tener por imputado el acto impugnado a dicha autoridad, en razón de que en el sumario no obra ningún medio de prueba, ni hecho notorio que desvirtúe esa confesión, pues la prueba de informe de la autoridad, no es el medio idóneo para controvertir las pretensiones ni los hechos planteados por la actora en la demanda, ni tampoco es la prueba idónea para acreditar que no emitió el acto combatido en este proceso administrativo, pues se omitió exhibir el acto escrito emitido por el Departamento de Facturación y Cobranza de la Gerencia Comercial del  Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, mediante el cual se ordenó las suspensión del servicio de agua potable, por tanto, si no existen pruebas que desvirtúen esa confesión ficta, entonces la actora queda liberada de la obligación de acreditar los hechos aducidos en su demanda, amén de que en este caso complejo en particular, es a la demandada a quien le corresponde demostrar que no emitió dicho acto, ya que el impetrante es ajeno a la Organización Administrativa del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, en tal virtud, no está en posibilidad de saber o conocer a la autoridad que llevó a cabo el corte del servicio de agua potable en el inmueble ubicado en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad, sino que son hechos del pleno conocimiento de la autoridad demandada, toda vez que el acto combatido es consecuencia de un procedimiento administrativo instruido de manera previa e incluso debe existir un expediente integrado por ese motivo, en el qué la autoridad se allegó de los medios convictivos necesarios para determinar la suspensión de la prestación del servicio público de agua potable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando lo anterior, de las constancias que obran en el sumario se advierte que no se encuentra probado que el Departamento de Facturación y Cobranza de la Gerencia Comercial, haya  emitido el acto tildado de ilegal, pues si bien es cierto que cuenta con facultades para determinar la limitación y suspensión del servicio de agua potable, pero también es verdad, que existe la incertidumbre de qué autoridad fue la que tomó la decisión de suspender dicho servicio público, de este modo, el justiciable no estuvo en posibilidad de ampliar su demanda y el Juzgador tampoco tuvo la posibilidad de llamar al presente proceso administrativo a otra autoridad a que defendiera el acto impugnado, pero si se le dio a la demandada la oportunidad de defender el acto refutado de ilegal, en consecuencia, ante la incertidumbre de saber quién dictó el acto a debate y para no dejar en estado de indefensión al justiciable, éste se le imputa a la autoridad señalada como demandada; por tal motivo, en la especie no corresponde a la parte actora la carga de la prueba para desvirtuar la negativa respecto a la emisión del acto impugnado. . 
Una vez aclarado lo anterior, se entra al estudio del acto administrativo combatido; y, por su parte, el artículo 136, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, señala que por acto administrativo se entiende toda declaración unilateral de voluntad, emanada de una autoridad administrativa del Municipio en el ejercicio de potestades públicas derivadas de los Ordenamientos Jurídicos, que tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta, o bien de carácter general, con la finalidad de satisfacer intereses generales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 137 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el acto administrativo tiene los siguientes elementos de validez: ser expedido por autoridad competente; tener objeto físicamente posible, lícito, determinado o determinable, preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y estar previsto por el ordenamiento jurídico aplicable; ser expedido sin que medie error sobre el objeto, motivo o fin del acto; igualmente ser expedido sin que medie dolo o violencia; constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa ficta, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos; estar debidamente fundado y motivado; cumplir con la finalidad de interés público, derivada de las normas jurídicas que resulten aplicables, sin que puedan perseguirse otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto; ser expedido de conformidad con las formalidades del procedimiento administrativo que establecen los ordenamientos jurídicos aplicables y en su defecto, por lo dispuesto en el referido Código; y ser expedido de manera congruente con lo solicitado, resolviendo expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las disposiciones jurídicas. . . . . . . . . . . 
Bajo la tesitura, de los preceptos legales expuestos, el acto administrativo es perfecto cuando reúne todos y cada uno de los elementos y los requisitos de validez,  esto es, un acto resulta válido y eficaz cuando se encuentra emitido con estricto apego a la Ley o al Reglamento que lo rige; sin embargo, en la especie, la suspensión de la prestación del servicio de agua potable al inmueble señalado en la demanda de nulidad, no reúne los elementos de validez que exige el citado artículo 137. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, el acto impugnado en este proceso administrativo carece de elementos de validez, entre otros, la forma escrita, así como la falta de fundamentación y motivación, en virtud de que la autoridad demandada no determinó el corte o suspensión del servicio de agua potable mediante la emisión de un acto administrativo en forma escrita y por consecuencia carece de fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, se afirma que el acto administrativo combatido no se emitió en forma escrita, en razón de que no obra en autos el escrito u oficio a través del cual se tomó la determinación de realizar el corte del servicio de agua potable al referido inmueble que ocupa el justiciable; luego, si el acto impugnado no consta por escrito, entonces no existe impedimento para concluir que estamos ante un acto emitido de manera verbal, ya que es evidente que la determinación tomada constituye una manifestación de voluntad de un Órgano Administrativo, que frente al justiciable produce efectos jurídicos, los que limitan y afectan sus derechos; por tal virtud el acto combatido, por su propia naturaleza carece totalmente de fundamento legal y de motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo  lo anterior así,  existe un acto administrativo que carece, entre otros, 
de los elemento de validez exigidos por las fracciones V y VI del artículo 137 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que no consta por escrito y carece de total fundamentación y motivación, configurándose  la causal de nulidad prevista en la fracción II del artículo 302, del mismo Código, por tal virtud, el acto impugnado resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del justiciable, violándose en su perjuicio el citado artículo 137, fracciones V y VI y el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado que consiste en la suspensión del servicio de suministro de agua potable en el inmueble ubicado en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad. Lo anterior, sin perjuicio de que conforme a lo establecido por el artículo 143 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la autoridad demandada pueda emitir otro acto cumpliendo con los elementos y requisitos de validez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, en el caso que se resuelve, resulta aplicable el principio general de derecho que reza “Lo que es nulo no produce efecto alguno”, de este modo, la declaración de nulidad lisa y llana del acto impugnado por su naturaleza produce como consecuencia que no surta efectos la suspensión del suministro del servicio de agua potable, entonces, en la especie el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, debe declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su propia naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos administrativos violados, por ende, se ordena a la autoridad demandada, que reinstale el servicio de agua potable en el inmueble ubicado en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expresas, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este  fallo y exhibir las constancias relativas a su observancia. Al respecto, no se omite mencionar que la presente sentencia no exime al propietario o poseedor del inmueble señalado en supralíneas de pagar el consumo de agua potable y a la autoridad competente se le deja en aptitud de ejercer las atribuciones que le confiera el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, para obtener el pago del crédito fiscal por concepto de la prestación del servicio público de agua potable. .  . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de agravio analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás  argumentos esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  lo expuesto y  además con  fundamento en los  artículos  206-A  párrafo
segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y III, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado que consiste en la suspensión del servicio de suministro de agua potable en el inmueble ubicado en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad; lo anterior, sin perjuicio de que conforme a lo establecido por el artículo 143 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la autoridad demandada pueda emitir otro acto cumpliendo con los elementos y requisitos de validez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se ordena a la autoridad demandada que reinstale el servicio público de agua potable, en el inmueble ubicado en calle Satélite Phobos número 206 doscientos seis de la colonia Granjas Campestre de esta ciudad, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Órgano Jurisdiccional del cumplimiento de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de de Estudio y Cuenta, la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
